El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
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Proceso:



Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Tema:




TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CAUSALES GENÉRICAS Y ESPECIALES DE PROCEDBILIDAD / REGLA DE INMEDIATEZ / IMPROCEDENTE / “Por auto del 28 de agosto de 2014 se resolvió no reponer el de julio 8 y se concedió el de apelación, el que posteriormente se declaró desierto, por auto del 17 de septiembre del mismo año, en razón a que no se cancelaron las expensas exigidas para la expedición de las copias que serían remitidas al superior.

Es sabido que uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo.”

(…)

“En el caso concreto, pretende el accionante se ordene al juzgado accionado dejar sin efecto el auto interlocutorio No. 449 del “23 de mayo” de 2013, proferir uno nuevo y llamar en garantía a la Equidad Seguros Generales.

De acuerdo con las pruebas recogidas, el auto referido se notificó por estado el 28 de mayo de 2013, sin que frente a él se interpusiera ningún recurso y solo el 28 de septiembre de este año solicitó el actor la protección constitucional. Es decir, que transcurrieron más de tres años desde de la fecha en que se dictó la providencia en la que encuentra el citado señor lesionados sus derechos. Además, algo más de dos años desde cuando se resolvió la nulidad que propuso frente al mismo auto.

No actuó entonces el demandante con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo constitucional, sin que se evidencie la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción, pues ninguna consideración al respecto hizo en el escrito por medio del cual la promovió, que permita deducirla.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-307 de 2015. / Sentencia SU-241 de 2015. / Sentencia T-580 del 2011

------------------------------------------------------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre veinte (20) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 506 de 20 de octubre de 2016

Expediente No.
66001-22-13-000-2016-00907-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Juan Guillermo Gómez Gómez, representante legal de la sociedad Agofer SAS, por intermedio de apoderado judicial, contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Jhon Fredy Alzate Hoyos y Alberto Vega Arias.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el apoderado de la parte actora, en confusos hechos, lo siguiente:  

1.1 Solicitó se declarara la ilegalidad del auto interlocutorio No. 449 de fecha “24 de 2013 (no dice el mes)”, y que “en el sello de los Estados aparece enmendado”; auto donde se acepta el llamamiento en garantía.
1.2 A pesar de habérsele notificado a la aseguradora del llamamiento en garantía en su momento y dentro de los términos exigidos por la ley, pues esta recibió la comunicación el 30 de mayo de 2013, la entidad notificada no se presentó. Si bien es cierto que el documento que “probara” (sic) su llamado oportunamente no se “allego” (sic) al despacho, no está tratando de revivir términos que se dejaron pasar, pues se acogió a lo estipulado en el inciso final del mismo auto “el llamante en garantía, deberá suministrar en secretaría lo necesario para la expedición de copia de la demanda y sus anexos, con destino a la entidad llamada en garantía para los fines del traslado y la eventual notificación. …” y eso realizó, dejó en el despacho las expensas necesarias para la notificación, situación que género (sic) que no se realizara la notificación, ya que la funcionaria a la cual entregó el dinero ya no trabajaba en ese despacho y la mayoría del personal ha cambiado.
1.3 El auto interlocutorio de fecha 23 de mayo de 2013 no es el mismo que le notificaba que el despacho había accedido al llamamiento en garantía. La firma del secretario Edgar Javier García Hincapié no es la misma, el folio inicial no tenía tachones ni enmendaduras en ninguna de sus partes. La firma impuesta por el secretario a folio 17 no es la misma a folio 15 del sello que la publico (sic) en estados. La fecha de su publicación 28 de mayo de 2013 se nota “a las clara” (sic) que el mes fue tachonado, enmendado, alterado y a mano colocaron el mes de mayo y resulta muy extraño que en el encabezado la fecha 24 no diga el mes.
1.4 Insistentemente ha manifestado tanto al Juez Segundo Civil del Circuito, quien conoció inicialmente del proceso, como ahora al Juez Primero Civil del Circuito, que el auto interlocutorio No. 449 del 23 de mayo de 2013 tiene tachones, enmendaduras, firmas que no coinciden, la del secretario con la impuesta en el sello del Estado (sic) 88 del 28 de mayo, escrito en letras el 28 y el 2013 con sello; esa actuación genera inseguridad jurídica, por lo que ha pedido se decrete la ilegalidad a partir del auto que llamo (sic) en garantía y se expida uno nuevo con los requisitos exigidos por la ley como lo pregonan los artículos 303 del CPC y 279 del CGP.
2.- Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita revocar la decisión tomada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, dejar sin efecto el auto interlocutorio No. 449 del 23 de mayo de 2013, proferir uno nuevo y llamar en garantía a la Equidad Seguros Generales.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 7 de octubre se admitió la acción; se ordenó vincular a los señores Jhon Fredy Alzate Hoyos y Alberto Vega Arias, partes en el proceso en el que encuentra el accionante vulnerados sus derechos.
2.- Se pronunció el señor Jhon Fredy Alzate Hoyos por intermedio de apoderado judicial. Solicitó denegar las pretensiones formuladas por el accionante, porque el actor tuvo a su disposición otros medios de defensa judicial para evitar la ocurrencia del perjuicio o vulneración de sus derechos; se atenta contra el principio de inmediatez que caracteriza esta clase de acciones, en razón a que se propuso tres años después de la fecha en que se  produjo la presunta vulneración de los derechos; además, no se expresa en forma clara y concreta cuál es el derecho constitucional fundamental que se estima vulnerado por la actuación jurisdiccional y no está ante un perjuicio grave e irremediable, o al menos no lo manifiesta en forma clara en sus escritos.
3.- La funcionaria accionada y el otro vinculado, guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

3.- En este caso, antes de establecer si el juzgado demandado lesionó al demandante el derecho cuya protección invoca, resulta menester analizar si se cumplen los presupuestos generales de procedencia de la acción de tutela, de acuerdo con la primera jurisprudencia transcrita.

4.- Los documentos incorporados al proceso, en un disco compacto, acreditan los siguientes hechos, para lo que al caso interesa:

4.1 El 7 de febrero de 2012, por medio de apoderado, el señor Jhon Fredy Alzate Hoyos demandó en proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual a la sociedad Agofer SAS y al señor Alberto Vega Arias
.

4.2 El 8 de mayo de 2012 el apoderado de la sociedad demandada llamó en garantía de la entidad Equidad Seguros Generales
.
4.3 Por auto interlocutorio No. 449 del 24 de 2013, en el que no se cita el mes, pero que se notificó por estado No. 88 del 28 de mayo de 2013,  el Juzgado Segundo Civil del Circuito aceptó el llamamiento en garantía y ordenó suspender el proceso hasta por noventa días mientras se surtía la respectiva notificación de la sociedad llamada en garantía
.

4.4 Mediante proveído del 19 de noviembre de 2013 se ordenó continuar con el proceso porque la entidad demandada no procuró la notificación de la sociedad llamada en garantía durante el término en que se suspendió el proceso con la finalidad de obtener su comparecencia. Frente a esa decisión no se interpuso ningún recurso
.
4.5 El 13 de marzo de 2014 el apoderado de la sociedad demandada solicitó nulidad del auto interlocutorio No. 449 del 23 de mayo de 2013
.

4.6 Por auto del 8 de julio de 2014, el juzgado decidió no acceder a la solicitud de nulidad incoada
.
4.7 Frente a esa decisión se interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación
.

4.8 Por auto del 28 de agosto de 2014 se resolvió no reponer el de julio 8 y se concedió el de apelación
, el que posteriormente se declaró desierto, por auto del 17 de septiembre del mismo año, en razón a que no se cancelaron las expensas exigidas para la expedición de las copias que serían remitidas al superior
.
5.- Es sabido que uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:
“Si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, frente a su presunta vulneración o amenaza, la petición ha de ser presentada en el marco temporal de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Pues, de no limitar en el tiempo la presentación de la demanda de amparo constitucional, se burla el alcance jurídico dado por el Constituyente, y se desvirtúa su fin de protección actual, inmediata y efectiva… 

…Frente a la inmediatez se ha dicho que, pese a no tener un término de caducidad expresamente señalado en la Constitución o en la ley,  la acción de tutela como mecanismo de protección constitucional procede dentro de un término razonable y proporcionado contado a partir del momento en que se produce la vulneración o amenaza al derecho. Se justifica la exigencia de dicho término toda vez que con éste se impide el uso de este mecanismo excepcional como medio para simular la propia negligencia o como elemento que atente contra los derechos e intereses de terceros interesados, así como mecanismo que permite garantizar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica que se deprecan de toda providencia judicial… 
De este modo, la oportunidad en la interposición de la acción de tutela se encuentra estrechamente vinculada con el objetivo que la Constitución le atribuye de brindar una protección inmediata, de manera que, cuando ello ya no sea posible por inactividad injustificada del interesado, se cierra la vía excepcional del amparo constitucional y es preciso acudir a las instancias ordinarias para dirimir un asunto que, debido a esa inactividad, se ve desprovisto de la urgencia implícita en el trámite breve y sumario de la tutela”
.

En el caso concreto, pretende el accionante se ordene al juzgado accionado dejar sin efecto el auto interlocutorio No. 449 del “23 de mayo” de 2013, proferir uno nuevo y llamar en garantía a la Equidad Seguros Generales.
De acuerdo con las pruebas recogidas, el auto referido se notificó por estado el 28 de mayo de 2013, sin que frente a él se interpusiera ningún recurso y solo el 28 de septiembre de este año solicitó el actor la protección constitucional. Es decir, que transcurrieron más de tres años desde de la fecha en que se dictó la providencia en la que encuentra el citado señor lesionados sus derechos. Además, algo más de dos años desde cuando se resolvió la nulidad que propuso frente al mismo auto.

No actuó entonces el demandante con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo constitucional, sin que se evidencie la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción, pues ninguna consideración al respecto hizo en el escrito por medio del cual la promovió, que permita deducirla.

Con lo anterior se quiere significar que si el demandante consideró afectados sus derechos fundamentales con las supuestas irregularidades del auto interlocutorio No. 449, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, permitió que transcurrieran más de tres años para instaurarla y ese pasivo comportamiento permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno. 

6.- En conclusión y ante la ausencia del presupuesto de inmediatez, se declarará improcedente la tutela solicitada, sin que en consecuencia sea del caso analizar si el funcionario accionado lesionó los derechos fundamentales cuya protección invoca el demandante.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela promovida por el señor Juan Guillermo Gómez Gómez, representante legal de la sociedad Agofer SAS, contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Jhon Fredy Alzate Hoyos y Alberto Vega Arias.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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